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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de octubre del año 2013, dos mil trece. .  . . 

V I S T O para resolver el expediente número 429/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que el actor impugna el oficio …, de fecha 11 de octubre del año 2012, dos mil doce, suscrito por el Director de Asuntos Jurídicos del Instituto Municipal de Vivienda del Municipio de León, Guanajuato, …, mediante el cual le informa que ese Instituto ha recibido en la oficialía de partes, otra petición de contenido similar, en la cual al igual que Usted, la ciudadana solicitante menciona tener representación de la Asociación Civil …; cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con el original del referido oficio. . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor  en el escrito de contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de acción y carencia de derecho, excepción que resulta improcedente, en virtud de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar el oficio que contiene el acto administrativo impugnado, toda vez que éste se encuentra dirigido hacia la parte actora y como destinataria del acto impugnado está en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del  artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de personalidad jurídica de la actora, excepción que no opera para efecto de este proceso administrativo, en virtud de lo siguiente: . . . . . . . .  . . . . . . . . 
En el presente proceso, la litis se fija o sujeta respecto a la legalidad o ilegalidad del acto administrativo a través del cual a la justiciable no se le reconoce la representación de la persona Moral …, Asociación Civil, por parte de la autoridad demandada, luego entonces, resultaría antijurídico sobreseer el Juicio, por no haber acreditado la personalidad jurídica dentro del proceso, por ende, esta sentencia se limitará a determinar la existencia o inexistencia de vicios formales en la emisión del acto  debate y en su caso declarar su  legalidad o ilegalidad, por esta razón no es posible aceptarse la argumentación expresada en la contestación del tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor; por tanto, sobre el particular se aclara que la personalidad jurídica que ostenta la ciudadana …, se le acepta únicamente para tenerla por activando a este Órgano Jurisdiccional respecto  a la petición de la protección de derechos administrativo subjetivos tutelados por una norma jurídica, de ahí que en la especie el Juzgador solo se limita a comprobar que la parte actora se encuentre legitimada para intentar la demanda que nos ocupa; lo anterior es así porque, se parte de la premisa de que el acto impugnado, a la parte actora, sólo le da la posibilidad de ejercer las acciones previstas en el artículo 225 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, mientras que a la tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor, le da la posibilidad de oponer excepciones y defensas, así como de aducir causales de improcedencia, entre otros derechos de los establecidos en el artículo 280 del mismo Ordenamiento Jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de legitimación activa de la actora  para poder demandar, excepción que resulta improcedente, en virtud de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que en el proceso administrativo la legitimación en su concepción general, consiste en la autorización legal que tiene el sujeto de derecho para poder intervenir en el juicio de nulidad en el que se controvierte la presunción de legalidad de una acto administrativo emitido por las autoridades Municipales; en segundo lugar cabe precisar, que la legitimación es ad causan -legitimación en la causa- y ad proceso -legitimación en el proceso-; y, para efectos de esta sentencia se abordará el estudio de la legitimación en la causa. . . . 

La legitimación en la causa es aquella que tiene la parte materia del proceso administrativo, pues está relacionada con la identidad de la parte actora y se encuentra vinculada con el fondo del juicio, toda vez que se refiere a la relación sustancial que debe existir entre el sujeto demandante y el interés perseguido en el juicio; de esta manera, sobre el particular se aclara que la representación que ostenta la ciudadana …, en el escrito de demanda se le acepta para este caso concreto, ya que en este proceso contencioso-administrativo se controvierte la legalidad de un acto administrativo a través del cual no se reconoce la representación de la referida Asociación Civil, a la parte actora y el tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor, al considerar los Testimonios de las Escrituras Públicas …, como documentos meramente informativos. . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la ciudadana …, se encuentra legitimada para intentar la demanda que nos ocupa, a fin de impugnar el Oficio …, de fecha 11 de octubre del año 2012, dos mil doce, conforme a lo estipulado por el artículo 206-A párrafo  segundo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, precepto legal que en lo conducente dispone: Articulo 206-A.-  … Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares...”; de esta manera, se determina que la parte actora como destinataria del acto combatido, cuenta con interés jurídico, por consiguiente, se encuentra legitimada para promover este proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que la parte actora en el inciso a) del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda aduce en esencia que se impugna el documento por falta de fundamentación y motivación, ya que debió mencionar a que documentos se refiere, dar validez jurídica a cada uno de los documentos; sigue expresando en al inciso b) del mismo capítulo de la demanda que en ningún momento se anexa copia del documento presentado por parte de la supuesta representante legal diversa a su escrito, dejándolo en estado de indefensión. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
El Director de Asuntos Jurídicos del Instituto Municipal de Vivienda del Municipio de León, Guanajuato, como autoridad demandada, en su contestación de demanda, aduce en lo toral que es infundada e improcedente la nulidad del acto impugnado, toda vez que está fundada y motivada la respuesta a la petición de la actora, cumpliendo con todos los requisitos establecidos en los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la accionante pretende se le reconozca representación legal de la Asociación … pero como ya se ha establecido existe un conflicto de intereses al interior de la mencionada Asociación Civil, situación que escapa a la competencia de ese Instituto, razón por la cual se debe resolver ante las instancias legales competentes y no ante una instancia administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor, en su escrito de contestación en esencia aduce que la ineficacia de los conceptos de impugnación se demuestra con lo que expone es ese escrito en los apartados 3 y 4, argumentos que deben tenerse por reproducidos para evitar repeticiones innecesarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, sobre el particular, cabe señalar que de la argumentación lógica y jurídica expresada en su escrito de demanda, se deduce la causa de pedir, pues, por un lado, se indica de manera clara la lesión que estima le causa el acto impugnado y señala como motivos que originan ese agravio que el acto no se encuentra fundado y motivado, por lo que los razonamientos se dirigen a desvirtuar la legalidad del oficio combatido, además se indican los artículos y el Ordenamiento vulnerados; circunstancias que nos permiten analizar la legalidad del acto impugnado frente a los numerales invocados, por tal motivo, en la especie se deduce la causa de pedir, por tanto, conforme a la técnica jurídica en la demanda si se expresen conceptos de impugnación respecto del acto combatido. A lo anterior, le es aplicable el criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En  segundo lugar, se  precisa que el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal 
para el Estado de Guanajuato en vigor, impone a las autoridades municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; entendiéndose por fundar el acto, el señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la facción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivar se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto administrativo, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el o los supuestos de hecho que condicionan la aplicación del o los preceptos legales invocados como apoyo legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de  ideas  y  analizando  minuciosamente el Oficio impugnado, se advierte que se invocan como fundamento legal los artículos 17, fracción II, 19, 22 fracción XVI, 25 fracción I y 26 fracciones I y XXI del Reglamento Interior del Instituto Municipal de Vivienda para el Municipio de León, Guanajuato; sin embargo, se encuentra insuficientemente motivado, en virtud de que el razonamiento sustancial en que se apoya el acto administrativo debatido, no es suficiente para justificar el por qué no se le reconoce la representación, toda vez que para ello es menester que en el contenido del propio oficio impugnado, se indiquen de manera explicada o pormenorizada las razones inmediatas por las cuales a la parte justiciable no se le reconoce representación legal de la Persona Moral …, Asociación Civil, esto es, que el argumento sustancial comprenda cuando menos la descripción del Testimonio de la Escritura Pública que exhibió el tercero, contemplando los datos como el número de escritura, la fecha de expedición, el Notario Público que la otorgó, el acta de la asamblea que se protocoliza, su fecha de celebración, los datos de inscripción en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio, entre otros datos; por otro lado, la autoridad demandada también debió externar en forma pormenorizada las circunstancias de hecho y las razones por las cuales el conflicto respecto a la representación de la Asociación de referencia escapa a la competencia del Instituto Municipal de Vivienda del Municipio de León, Guanajuato, lo que comprende la explicación detallada del por qué ese conflicto debe resolverse por un Órgano Jurisdiccional del Fuero Común, por ser la instancia legal competente para conocer sobre la representación de la multireferida Asociación Civil. Pues, la omisión de estos dos aspectos, hace insuficiente la motivación del acto combatido, dado que la autoridad al justiciable no le proporciona elementos suficientes que le permitan defender sus derechos, ya sea ante un Órgano Jurisdiccional Administrativo o incluso ante un Tribunal del Fuero Común. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte y en relación a la falta de análisis de la validez de las Asambleas Generales Ordinarias de la Persona Moral …, Asociación Civil, las que fueron respectivamente protocolizadas en las Escrituras Públicas …, cabe precisar que en el presente proceso administrativo el Juez no aborda el estudio de ese aspecto, en razón de que ni en las referidas Asambleas, ni en los mencionados actos Notariales, interviene alguna autoridad del Municipio de León, Guanajuato, por ende, estos constituyen actos jurídicos sujetos a las normas del Derecho Privado; bajo esta perspectiva, los actos jurídicos que originan el problema de la representación legal de la Asociación Civil que nos ocupa, no son actos administrativos, ya que no fueron producidos por  algún servidor público del Instituto Municipal de Vivienda del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta forma, al existir dos personas que ostenta la representación legal de la Persona Moral …, Asociación Civil e incluso cada una con la protocolización de una Asamblea Ordinaria de Asociados en Escritura Pública, tirada ante Fedatario Público, deja claro que estamos frente a una controversia entre particulares, que debe ser sometida para su resolución a un Juez del Fuero Común, por ello, quien resuelve se abstiene de abordar el estudio sobre la representación que ostenta la parte actora en el escrito de demanda y la que ostenta el tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor en el escrito de contestación, por tanto, se abstiene de pronunciar opinión sobre la procedencia o improcedencia de la argumentación expresada por éste último en su contestación, respecto a la validez o invalidez de los testimonio exhibidos por estas dos partes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el acto a debate se encuentra insuficientemente motivado, toda vez que como se ha dicho en supralíneas la autoridad demandada, por un lado, omitió describir el Testimonio de la Escritura Pública …, que exhibió el tercero; y, por otro lado, dejó de expresar en forma pormenorizada las circunstancias de hecho y las razones por las cuales el conflicto respecto a la representación de la Asociación de referencia escapa a la competencia. Es así que, en el caso el acto impugnado no cumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el oficio combatido se encuentra insuficientemente motivado, vicio de carácter meramente formal que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; siendo lo anterior de esta manera y estimando que el acto combatido, es la respuesta a una petición, con fundamento en el artículo 300, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad del acto combatido, para efectos de que se emita otro debidamente fundado y suficientemente motivado, esto es, cumpliendo con los extremos exigidos por la fracción VI del artículo 137 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Respecto a la nulidad para efectos de emitir otro acto subsanado los vicios formales, resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por  lo  expuesto  y además  con  fundamento  en  los  artículos  párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción III y 302 fracción II, del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio …, de fecha 11 de octubre del año 2012, dos mil doce, suscrito por el Director de Asuntos Jurídicos del Instituto Municipal de Vivienda del Municipio de León, Guanajuato, dirigido a la ciudadana Margarita Nieves Fuentes, para efectos de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado, por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
 Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL16 DE OCTUBRE DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 429/2012-JN.
